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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra la providencia de fecha 15 de enero de 2008, por medio de la cual se inadmitieron varios medios de prueba. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Según los registros, los hechos tuvieron ocurrencia el día veintinueve (29) de septiembre -sábado- del año próximo pasado a eso de las cuatro de la madrugada, en la carrera 8ª entre calles 18 y 19 de esta capital, momento y lugar en donde se encontraba trabajando como vigilante el señor GUSTAVO VILLA RAMÍREZ y fue agredido por MAURICIO MURCIA OSORIO, personaje éste que reside en el sector, concretamente en el edificio Banco de Comercio, hoy Banco de Bogotá, apartamento 901, y quien antes de ingresar a su residencia paró el vehículo en el cual se movilizaba disponiéndose a disparar hacia el sitio en donde se hallaba el citado celador, ocasionándole heridas de consideración y fue necesario que fuera auxiliado por personal de la policía nacional que se hizo presente en el lugar.
1.2.- A consecuencia de lo anterior, la Fiscalía solicitó del Juez Cuarto Penal Municipal con funciones de control de garantías la expedición de orden de captura, la cual fue hecha efectiva el seis (6) de Octubre de 2007, legalizándose la misma el día siguiente ante el Juez Segundo Penal Municipal, momento en el cual se efectuó la imputación como autor material en los punibles de TENTATIVA DE HOMICIDIO y PORTE ILEGAL DE ARMA DE FUEGO de conformidad con los artículos 103 y 365 del Código Penal, respectivamente, en armonía con los artículos 27 y 31 de la misma codificación.  El indiciado NO ACEPTO los cargos. A continuación, le fue impuesta medida de aseguramiento no privativa de la libertad, aún vigente.
1.3.- Ante esa no aceptación de la imputación, la Fiscalía presentó con fecha seis (06) de noviembre de 2007, escrito formal de acusación con los anexos probatorios correspondientes. El día veintidós (22) de ese mismo mes, se llevó a cabo la Audiencia de Formulación de Acusación ante el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, sin que las partes dieran a conocer causales de impedimento, recusación o nulidad. Para el día quince (15) de enero del año que transcurre, se llevó a cabo la Audiencia Preparatoria, instante en el cual la Defensa y la Fiscalía hicieron la relación de los medios probatorios que pretendían hacer valer en el juicio oral, dando las explicaciones que consideraron pertinentes en orden a justificar la pertinencia y conducencia de cada uno de ellos.
En ese acto, la Defensa no se opuso a ninguno de los elementos materiales probatorios aducidos por la Fiscalía y procedió a relacionar en su totalidad esos mismos medios probatorios para ser introducidos como propios. La Fiscalía se opuso a esa pretensión por cuanto consideró que era un acto indebido en atención a la actual jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte, en la cual se sostuvo que no era procedente hacer repetición de pruebas en forma indiscriminada, y para el caso que nos ocupa no se ha sustentado debidamente cuáles son las razones que justifican que la defensa lleve al juicio las mismas pruebas de la Fiscalía, incluidas las documentales que tienen que ver con los reportes de policía (informe ejecutivo, informes de campo, informe del primer respondiente, etc). Le parece en cambio, que está bien que se le admitan los restantes elementos probatorios que la defensa ha traído en forma adicional y autónoma para su personal teoría del caso.
La Procuradora Judicial respaldó la posición de la Fiscalía y la señora Juez hizo lo propio al sostener que lo pretendido por la defensa no era procedente y en consecuencia negó a la defensa la posibilidad de hacer uso de todos los elementos materiales probatorios que ya le habían sido concedidos a la Fiscalía; no obstante, admitió aquellos otros testigos presentados por la defensa de manera autónoma e independiente de los del ente acusador. Con respecto a esto último, se hizo alusión a siete en total, aunque se dejaron por fuera de ese pronunciamiento otros como se dejará consignado en el cuerpo motivo de esta providencia.
1.4.- La defensora no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, razón por la cual fueron enviados al Tribunal los correspondientes registros con el fin de desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensa –recurrente-
Hizo un relato de lo que fue su propuesta probatoria, para finalmente resaltar que se le está negando esa opción que porque “la fiscalía ofreció lo mismo”. 

Entiende que “confrontar” significa comparar, poner una cosa en frente de la otra, y esa opción es legítima, no se le puede impedir a la defensa, es su garantía esencial en el proceso, con mayor razón cuando las personas a las cuales está citando son aquellos funcionarios de policía que participaron en el plan metodológico de la investigación.

Es verdad que la señora Juez le admitió algunos medios de prueba, pero le dejó otros por fuera, como lo es el vigilante ASDRUBAL HIDROBO. Considera que se le están cercenando gravemente sus facultades y que se quedó básicamente sin pruebas para poder refutar la acusación.

Aquí ha primado más la celeridad y la economía procesal, es decir, la eficacia, por sobre el derecho a controvertir ampliamente las pruebas de cargo. Se le está diciendo que haga uso del contrainterrogatorio, cuando este mecanismo es muy limitado, es cerrado, al punto que si la Fiscalía no hace las preguntas sobre los hechos que a la defensa le convienen, entonces no queda otro remedio que dejar las cosas así porque el contrainterrogatorio no puede superar los temas del interrogatorio directo. A su juicio esto viola el principio de contradicción consagrado en normas internacionales de obligatorio acatamiento, como lo es la posibilidad de confrontar a los testigos de cargo en las mismas condiciones de igualdad.
Llama la atención acerca de la posibilidad de que la Fiscalía haga dejación de algunas pruebas, y dejaría a la defensa sin la posibilidad de efectuar esa confrontación en temas vitales para su cometido.
2.2.- Procuradora Judicial -no recurrente-
La inconformidad de la defensa consiste en que quiere interrogar como propios a los testigos de la Fiscalía y eso no es procedente. 
Recuerda en forma amplia el contenido de la Sentencia de Casación Penal del 26 de Octubre de 2007, M.P. Dr. Sigifredo Espinosa Pérez, acerca de la excepcionalidad de las pruebas comunes. Allí la alta Corporación de Justicia sostuvo que si la contraparte quería hacer uso de pruebas ya decretadas, debía demostrar un interés válido para hacerlo, no bastando el simple hecho de hacer la solicitud con el fin de su eventual uso (albur). Por demás, lo que se pretende es evitar la acumulación farragosa de pruebas para el juicio en forma innecesaria y repetitiva, cuando lo que se espera es que estos actos judiciales se lleven a cabo de una manera concentrada y con total apego a la teoría del caso de ambas partes.

A su modo de ver, la defensa no ha cumplido con el deber que le corresponde de demostrar la pertinencia y conducencia de sus pretensiones probatorias y por tal motivo estuvieron bien denegados los medios probatorios en los términos en que lo hizo la Juez de instancia. Lo que a la defensa le corresponde es confrontar las pruebas aducidas en contra del procesado pero a través del contrainterrogatorio como corresponde.
En la primera instancia se le concedieron a la defensa todas aquellas pruebas nuevas que pretende hacer valer en el juicio, sólo le fueron negados los interrogatorios directos a los elementos probatorios que ya había solicitado la Fiscalía. De igual modo, las documentales de contenido oficial que por supuesto le corresponde su introducción al ente acusador en los originales que posee y no es factible que lo haga la defensa como pretende. En consecuencia, no ve por parte alguna que se hayan conculcados los derechos fundamentales a los cuales hace alusión la defensa y solicita de esta Sala la confirmación plena del auto recurrido.

2.3.- Fiscal -no recurrente-
El sistema penal acusatorio tiene unos fines muy diferentes a los que entiende la Defensa. Recuerda a la audiencia que anuncia en el anexo de la acusación más de treinta (30) pruebas que iría a presentar en juicio como soporte de su teoría del caso y considera que ha sido respetuosa de todas las garantías fundamentales con el fin de no sorprender a la contraparte.
Garantiza que hará uso de todos esos medios probatorios y que al momento de justificar la conducencia y pertinencia de los mismos hizo notar los temas que tratará con cada uno sin posibilidad de limitar en puntos sustanciales la labor de la defensa.

Le parece bien extraño que la defensa pretenda llevar al juicio todas sus pruebas ya decretadas, cuando lo lógico es que haga uso del contrainterrogatorio sin necesidad de hacer una repetición escalonada de todos y cada uno de los medios de convicción que están llamados a respaldar la teoría del caso de la acusación. Es que incluso la defensa tiene la pretensión de introducir todos los informes rendidos por los investigadores adscritos a la Fiscalía, lo cual es absurdo, porque la defensa no cuenta con los originales, sólo tiene las copias que le fueron trasladadas como lo exige la ley y éstas no se pueden introducir por la parte contraria.

La Fiscalía no se opone por supuesto en momento alguno, a que la defensa ausculte sus pruebas, que las confronta como corresponde, pero por medio de los mecanismos idóneos para hacerlo, no otro que el contrainterrogatorio.

La defensa no ha cumplido con el deber que le asiste de justificar la pertinencia y conducencia de los elementos materiales probatorios que desea hacer valer de manera conjunta con la Fiscalía, tal y como lo exige la ley y la jurisprudencia. Lo que se impone es que ella efectúe un buen contrainterrogatorio y que se ciña a las reglas establecidas en el sistema acusatorio como corresponde.

Tal y como lo dijo la Procuradora Judicial, la Juez de primera instancia admitió las pruebas nuevas que la defensa presentó; sin embargo, de su parte considera importante que esta Colegiatura haga un pronunciamiento expreso con respecto a los documentos oficiales, puesto que debe existir un precedente en cuanto a que los informes y demás soportes oficiales deben ser introducidos en originales por la Fiscalía y no por la defensa como aquí se pretende.

A continuación y a instancias del Tribunal, se procedió a hacer claridad con respecto a lo sucedido con varios medios de prueba solicitados por la defensa que no obtuvieron una respuesta concreta por parte de la funcionaria de primera instancia, puesto que la decisión interlocutoria se profirió en términos muy genéricos.
3.- La Decisión

Tiene competencia el Tribunal para conocer del asunto debatido, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 34.1 de la Ley 906 de 2004, y lo hará de fondo en consideración a que el recurso lo presenta una parte habilitada para hacerlo y no se observan irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación a etapas ya superadas.

Nos encontramos en la Audiencia Preparatoria y la confrontación se ha hecho girar en torno al decreto de varias pruebas solicitadas por la defensa en su debida oportunidad legal, a cuyo efecto nos corresponde dilucidar: (i) hasta dónde llega la legitimación de una parte para solicitar los mismos elementos probatorios ya pedidos y admitidos a la contraparte (en nuestro caso la Fiscalía) y (ii) si el hecho de no decretarse una prueba en común puede violar el debido proceso, más concretamente el derecho de defensa material y técnico por ausencia de confrontación.
Para abordar el tema propuesto, habrá de decir la Sala que este Tribunal al comienzo del Sistema hubo de hacer un pronunciamiento sobre este singular asunto y en aquella oportunidad concluyó:

“[..] los testimonios comunes deben ser la excepción y no la regla, pues por principio, un testigo está llamado a apoyar una de las tesis en conflicto y no las dos a la vez, lo que podría entenderse como un testigo neutro. Ojo avizor por tanto para el Juzgador, quien prestará especial atención en estas particulares situaciones a las conocidas impugnaciones de la credibilidad al momento en que se hagan los respectivos contrainterrogatorios, pues es la vía expedita para disipar los cambios de aquellos testigos que primero lo fueron de cargo y luego pasan a ocupar intempestivamente la posición de descargo, o viceversa.” 

El entendimiento de este Tribunal que se ha dejado reseñado, permanece vigente y en la actualidad encuentra total respaldo en la jurisprudencia nacional, concretamente en al precedente citado tanto por la Juez de primera instancia como por las partes en conflicto, puesto que la alta Corporación de Justicia ha concluido en sostener que debe exigirse una carga probatoria adicional a la parte que desea solicitar las mismas pruebas de la contraparte ya admitidas, en el sentido de tener que demostrar al juzgador la existencia de motivos diferentes que justifican la presentación de un elemento de convicción como propio; en otras palabras, se debe demostrar que se hace indispensable la concesión como medio de prueba directo para la teoría de su caso. Lo dicho, con el fin de evitar a toda costa las pruebas repetitivas y preservar la lealtad en el sistema adversarial. No basta por tanto con decir que le interesa que se decreten también a su favor para efectos de su eventual utilización. Concretamente se afirmó:
“Se atenta, no cabe duda, contra los principios de economía procesal, celeridad y eficiencia, cuando, sin que se conozca de pretensión específica u objeto concreto, de manera farragosa e innecesaria el juez de conocimiento permite que todos los testigos de una parte –que en un primer momento son sometidos a interrogatorio directo, contrainterrogatorio, nuevo interrogatorio y último contrainterrogatorio, para no hablar de las preguntas complementarias que para claridad hagan el Ministerio Público o el juez-, de nuevo sean llamados por la contraparte como sus testigos, adelantándose otra vez la mecánica de interrogatorios y contrainterrogatorios, sólo para que esta pueda intentar hallar allí lo que nunca encontró para su teoría del caso.”

En esos términos, y siguiendo la misma línea de pensamiento que ha tenido esta Corporación desde el comienzo del sistema, diremos:

Un análisis de lo que ha transcurrido en la Audiencia Preparatoria, deja entrever el deseo sistemático de la defensa de no dejar resquicio alguno en sus pretensiones probatorias, a cuyo efecto se ha dado a la tarea de solicitar en su integridad todos los medios probatorios que tuvieron su origen en el ente acusador, sin parar mientes en si de verdad se ajustan o no a su teoría del caso, o más concretamente, si son pertinentes o conducentes para los intereses de su representado. 

De otro lado, se aprecia que la decisión de primera instancia no procedió a un estudio individual de cada prueba, sino que despachó de forma genérica todas aquellas solicitadas por la defensa que coincidieran con las de la Fiscalía y al respecto hizo la siguiente manifestación: “El despacho fundamenta la decisión con el reciente pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia Sala penal, M.P. Sigifredo Espinosa Pérez, decisión del 26 de Octubre del año 2007, denegando la práctica del interrogatorio directo a los testigos enunciados por la Fiscalía, debiendo la defensa ejercer el contrainterrogatorio y de esta forma podrá extraer la información que le conviene. Admite sí, los testimonios de: 1) Alonso Osorio Gómez, 2) Darío Osorio Gómez, 3) Ricardo Morales Echeverry, 4) Roberto Arturo Mesa Peña, 5) Danilo Escobar Vega. Se podrá controvertir en audiencia los resultados aportados por la fiscalía previa entrega de los mismos para su conocimiento; se admite el salvo-conducto, el testimonio del mayor del batallón José Joaquín L. Torres y el Gerente de Apostar S.A.”.
Esa determinación así adoptada dejó en la indefinición varios medios probatorios solicitados por la defensa y en tal sentido nos vemos obligados a hacer las precisiones necesarias en orden a darle claridad al asunto, lo que dejamos consignado en el siguiente orden:

Compartimos de entrada lo aseverado por la Fiscalía, por la Procuraduría y por la Juez de instancia, en el sentido de no ser viable admitir como pruebas directas de la defensa aquellos testimonios de los miembros de los organismos de seguridad del Estado encargados de las primeras diligencias de investigación y que serán presentados por el órgano de la acusación para introducir los informes oficiales respectivos que respaldan su teoría del caso. Lo dicho, con fundamento en lo siguiente: (i) la acción penal se adelantó precisamente con fundamento en esas informaciones de policía judicial que va a presentar el órgano de la acusación, luego entonces, son la base elemental y cierta del pliego acusatorio; (ii) por obvias razones, es a la Fiscal a quien le corresponde introducir los documentos originales en los cuales consta esa información oficial y eso tiene que hacerse a través precisamente de los investigadores que asumieron oficiosamente el conocimiento del asunto desde la ocurrencia de los hechos, en particular el primer respondiente JORGE ARMANDO PINTO, o participaron en la ejecutaron el plan metodológico por ella elaborado. Siendo así, sería ilógico permitir que se introdujeran dos veces los mismos documentos o fueran interrogados como testigos directos de la defensa, salvo las excepciones que más adelante dejaremos consignadas; y (iii) porque es elemental entender que, en principio, los citados agentes del Estado respaldarán la acusación, por lo mismo, comprometerán la responsabilidad del acusado; en consecuencia, no es atinado pensar que simultáneamente pueden servir de sustento a la teoría del caso de la defensa. De ocurrir esto último, lo sería como resultado de la confrontación probatoria derivada del contrainterrogatorio cruzado al que serán sometidos. 
Lo segundo a decir, es que no vemos por parte alguna la justificación para que la defensa pueda llamar como testigo directo de su teoría del caso a la víctima, señor GUSTAVO VILLADA RAMÍREZ, puesto que de entrada se sabe que es la persona que señala en calidad de autor al aquí involucrado, luego entonces, no se vislumbran elementos de juicio que permitan avizorar que de algún modo su participación pueda servir simultáneamente a intereses contrapuestos. Para el caso de la víctima, como ya lo dijo esta misma Sala de Decisión al comienzo del sistema, se debe hacer el siguiente paralelo gráfico: “en el sistema acusatorio, el acusado es a la defensa, lo que la víctima es a la Fiscalía”, en consecuencia, es tan restrictivo para el Fiscal acudir a una citación del imputado en juicio, como para la defensa hacer uso del interrogatorio directo a la víctima. De ese modo, si se quiere romper esa regla, la parte interesada habrá de sustentar en forma amplia y circunstanciada las razones para que la judicatura avale esa pretensión como ajustada a derecho
.

Hasta aquí entonces, no vemos ningún contratiempo en lo definido en la primera instancia en cuanto a la negación de esas específicas pruebas a la defensa y estuvo bien además que se admitieran a esta parte los siete (7) testigos ya relacionados pues correspondían a declarantes nuevos que los trajo en forma autónoma el órgano de la defensa a efectos de sustentar su teoría. Pero ahora miremos los siguientes aspectos problemáticos: 

Aparece sumamente extraño que los testigos REINEL TREJOS TAPASCO (vigilante de la portería del edificio) y DIEGO ALONSO TABARES URIBE (transeúnte testigo de los hechos), sean citados para rendir declaración a favor de ambas partes. Esta es una situación que debe poner en alerta a la Juez de conocimiento, pues como ya lo indicó este Tribunal en ocasión anterior, cuando esto sucede estamos potencialmente ante el llamado testigo hostil, caracterizado por cambiar intempestivamente de versión y ponerse al servicio de intereses contrapuestos. Sus exposiciones seguramente estarán impregnadas de ambivalencias y a esos efectos de seguro las partes tendrán que utilizar las entrevistas anteriores a efectos de refrescar la memoria o impugnar su credibilidad en la denominada refutación y contra-refutación. 
Según lo que se pudo desentrañar en la audiencia de sustentación del recurso, algo de eso va a ocurrir con estos dos deponentes, porque al decir de la Fiscalía lo que el testigo REINEL TREJOS dio a conocer en sus dos entrevistas iniciales, es diferente a lo expuesto por la defensa en esta oportunidad; y, con respecto a DIEGO ALONSO, esta persona solo rindió una entrevista ante la Fiscalía, pero ahora la defensa habla de una segunda entrevista vertida en forma posterior que la Fiscalía no conoce y en la cual ya dice otra cosa. Precisamente por eso, la defensora se vio precisada a aclararle a la audiencia, que su pretensión es la siguiente: utilizar las dos entrevistas que rindió REINEL TREJOS ante la Fiscalía, para efectos de efectuar la impugnación de su credibilidad, pero además, introducir motu proprio la entrevista que DIEGO ALONSO rindió ante la Sijin y en la cual hace una variación sustancial a su exposición inicial, entrevista esta última que, como ya se dijo, no le ha sido trasladada a la Fiscalía.
Ante semejante panorama, surge el siguiente interrogante: ¿el hecho de que la contraparte haya entrevistado nuevamente a un testigo y en esta nueva entrevista existe un cambio de versión, es situación que justifica que el testigo sea citado en forma directa por esa contraparte?, consideramos en principio que no, salvo que la nueva entrevista haga relación a hechos diferentes que ameriten un interrogatorio distinto y adicional. Lo dicho, porque el fin principal de toda entrevista es servir de medio de impugnación de la credibilidad y deben ser utilizadas en el contrainterrogatorio. No obstante, como también lo ha dejado decantado este Tribunal, esas entrevistas también las puede utilizar la parte interesada en el interrogatorio directo en aquellos casos del testigo hostil, es decir, cuando la persona que se llama a declarar ya no rinde una exposición acorde con lo esperado y toma de sorpresa a quien solicitó su exposición en juicio.
Para el caso que nos convoca, diremos que no es procedente admitir como testigo de la defensa a REINEL TREJOS, puesto que, como bien lo refiere la propia defensa, su interés es impugnar su credibilidad con las sendas entrevistas tomadas a él por la Fiscalía, y para ello consideramos que le basta con hacer un buen uso del contrainterrogatorio. Y con respecto a DIEGO ALONSO TABARES surge una dificultad mayúscula porque se ha puesto de presente que a esta persona le fue recepcionada una entrevista por la Sijin y ésta entrevista no le ha sido descubierta a la Fiscalía, con lo cual, mal se haría en hacer en este momento un pronunciamiento en cuanto a la introducción en juicio de esa nueva entrevista sin haber sido primero presentada a la señora Fiscal, razón por la cual se dispondrá que ante la primera instancia se haga ese descubrimiento y se proceda a admitir o a inadmitir la introducción en juicio de esa nueva entrevista por parte de la juez de primer grado, como decisión que admitirá los recursos pertinentes. Ahora, en cuanto a la posibilidad de un interrogatorio directo por parte de la defensa al citado DIEGO ALONSO TABARES, diremos de acuerdo a lo ya explicado, que eso sólo procederá en aquellos puntos que no sean agotados por la Fiscalía al momento de su inicial intervención y que se llegaren a considerar indispensables para la teoría de la defensa.
Con respecto al testimonio de PAULA ANDREA MONTAÑO, también surge otra situación bien singular, porque fue una de las personas citadas por la Fiscalía en los anexos de su escrito de acusación, pero finalmente se aclaró que el ente acusador no presentaría en juicio su testimonio por considerarlo repetitivo en atención a que ella participó del programa metodológico conjuntamente con GENIVER ANDRÉS HERNÁNDEZ y LEONARDO MORALES GARCÍA cuyos testimonios ya fueron decretados. No obstante lo anterior, la señora Juez no hizo un pronunciamiento expreso con respecto a negar o admitir el testimonio de PAULA ANDREA MONTAÑO como prueba directa de la Defensa, motivo por el cual se ha creado una indefinición en el asunto puesto que la Fiscalía asegura que si la Juez no dijo nada con respecto a ese punto debe entenderse que fue rechazado, en tanto la defensa sostiene que si la funcionaria a quo no dijo nada es porque fue admitido. 
Está claro y no amerita duda alguna, que PAULA ANDREA no será llevada al juicio por parte de la Fiscalía y en eso no existe discusión; sin embargo, queda pendiente de definir si ella será o no será presentada en juicio por la defensa como testigo directo. Esa disyuntiva generada por una omisión no puede concebirse, puesto que las partes enfrentadas llegarán al juicio sin saber a ciencia cierta si el testimonio de PAULA ANDREA le fue o no le fue admitido a la defensa. Para evitar esa inconsistencia o falta de precisión, el Tribunal se ve obligado a disponer que por parte de la primera instancia se haga un pronunciamiento concreto en tal sentido, que por supuesto admitirá los recursos ordinarios pertinentes.
Por último, cabe igualmente sostener que no se dilucidó por la primera instancia lo correspondiente a los testimonios de ASDRUBAL N. (en esta segunda instancia se aclaró que su apellido es Hidrobo y que se desempeña como vigilante del parqueadero del edificio donde habita el acusado) y de GEOVANNY MONROY POSSO (elaboró plano topográfico), personajes que no fueron citados como testigos por la Fiscalía, sólo lo fueron por la defensa y sin embargo no se decidió nada acerca de su conducencia y pertinencia para ser presentados al juicio como testigos directos de la defensa. Por tal motivo, también corresponde disponer que por la primera instancia se tome la determinación que al respecto correspondiente y sobre lo definido procederán los recursos ordinarios de ley.
Consideramos que con la determinación que se ha adoptado no se está afectando en modo alguno el derecho de contradicción que las normas internacionales conceden a la parte defensiva, puesto que el derecho a obtener un interrogatorio directo al testigo de la contraparte sólo procede por vía de excepción y en forma justificada, pues de otro lado existe la obligación del Juez imparcial de depurar el juicio de pruebas repetitivas que van en contravía de la claridad y la concreción que requiere un juicio oral. De todas formas y siguiendo la línea de pensamiento asumida por este Tribunal, para atender la preocupación de la defensa que puede llegar a ser real como de hecho ha ocurrido en ocasiones anteriores, en caso de que la Fiscalía desista o renuncie a la práctica de alguna de sus pruebas aduciendo una declinación personal en tal sentido, queda facultada la defensa para retomarla como propia.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA la decisión interlocutoria adoptada en la primera instancia pero con las siguientes ACLARACIONES: (i) no se admiten como pruebas directas de la defensa aquellos testimonios de los miembros de los organismos de seguridad del Estado encargados de las primeras diligencias de investigación y que serán presentados por el órgano de la acusación para introducir los informes oficiales respectivos que respaldan su teoría del caso; (ii) tampoco se admite como testigo directo de la teoría del caso de la defensa a la víctima GUSTAVO VILLADA RAMÍREZ; (iii) no se admite como testigo de la defensa a REINEL TREJOS TAPASCO, para impugnar su credibilidad basta hacer uso en el contrainterrogatorio de las sendas entrevistas tomadas a él por la Fiscalía; (iv) el interrogatorio directo por parte de la defensa al testigo DIEGO ALONSO TABARES, sólo procederá en aquellos puntos que no sean agotados por la Fiscalía al momento de su inicial intervención y que se llegaren a considerar indispensables para la teoría del caso de la defensa; (v) ante la primera instancia se dará lugar al descubrimiento de una segunda entrevista rendida por el testigo DIEGO ALONSO TABARES ante la SIJIN que ha sido mencionada por la defensa pero que aún no conoce la Fiscalía; hecho lo anterior, por parte de la primera instancia de procederá a decidir acerca de la procedencia de su introducción en juicio; (vi) se dispone que por el Juzgado de instancia se proceda a un pronunciamiento concreto con respecto a la admisión o inadmisión de los testimonios de PAULA ANDREA MONTAÑO, ASDRUBAL HIDROBO y GEOVANNY MONROY POSSO, que fueron solicitados por la defensa y acerca de los cuales no hubo una decisión concreta según lo indicado en el cuerpo motivo de esta providencia, y (vii) por último, en caso de que la Fiscalía  desista o renuncie a la práctica de alguna de sus pruebas, aduciendo una declinación personal en tal sentido, queda facultada la defensa para retomarla como propia.
Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
               LEONEL ROGELES MORENO

     Magistrado




         Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


         WILSON FREDY LÓPEZ

    
     Magistrado 




         Secretario       
� Tribunal Superior de Pereira, Sala de Decisión Penal, auto del treinta (30) de Junio de 2006, Radicación 660016000035200. 


� Sentencia de casación del 26-10-2007, Rad. 27608, M.P. Dr. Sigifredo Espinosa Pérez.


� Recuérdese que en la providencia antes citada, la Sala de Casación Penal, sobre este específico punto, expresó: “Aquello, entonces, de que la prueba pertenece al proceso, tiene amplios matices en lo que respecta a una sistemática acusatoria que desarrolla el principio adversarial, dado que, como ya se vio, la solicitud de los medios de convicción obedece a un típico querer e interés de parte, conforme la pretensión que esta tabula en el proceso, y su aducción viene mediada necesariamente por una amplia regulación que demanda de esa parte, a título de carga específica,  no solo verificar su objeto específico, sino defender su legalidad y utilidad.[…] Y si ello es así, mal puede una parte reclamar como su testigo –para efectos de someterlo a un interrogatorio directo- a aquel presentado por la contraparte, solamente aduciendo que eventualmente pueden quedar temas sin abordar cuando lo interroga esta, o puede surgir un específico interés de conformidad con las respuestas que vaya entregando el declarante”.
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